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Pero, baste decir que con la respuesta que brindó la funcionaria judicial accionada (f. 10), los amparos propuestos están llamados al fracaso, pues si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto, es imposible colegir una situación semejante, sencillamente, porque se ha aludido a una acción popular que no existe, una presuntamente radicada al número “2015-617”, identificación corresponde a una causa distinta, una acción de tutela, con lo que cualquier pedimento cae por su propio peso. 

Igual situación acontece con la acción de tutela que ataca la acción popular radicada con el número 2015-486, así se afirma porque es evidente para la Sala, que el libelista se refiere a otro asunto y que incurrió en un error, porque pese a que ese radicado si corresponde a una acción popular, aquella fue remitida desde agosto de 2015 a los Jueces Civiles del Circuito de Bogotá DC, sin que, por lo tanto, exista motivo alguno para que ahora, julio de 2018, se duela de un traslado que se le dio a un presunto recurso que presentó.
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Acta N°  268 de julio 27 de 2018
  



Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo regionales de Risaralda, así como el despacho judicial al que le hubiere sido asignada la acción popular inicialmente radicada con el número 66001-31-03-003-2015-00486-00, de la que se hará mención líneas siguientes.




ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, presentó sendas demandas de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, por la vulneración de los derechos que enuncia como “art. 13, 29, art. 5, 84 ley 472/98”, dentro del trámite de las acciones populares con radicados “2015-617” y “2015-486”. Aduce en ambas, que el juzgado encartado no aplica lo dispuesto en el artículo 84 de la ley 472 de 1998 y “corre traslado de manera especial” de unos recursos de reposición que interpuso. 

Pidió, por tanto, que se ordene al juzgado (i) resolver inmediatamente su reposición pues la ley 472 de 1998 no habla de correr traslado alguno; (ii) solo aplicar la ley 472 de 1998 y no el CGP y (iii) probar si el CGP derogó tácita o expresamente lo regulado en los artículos 5, 84 de la ley 472 de 1998.




Se dispuso el trámite respectivo, del juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en el líbelo y se ordenaron las citadas vinculaciones. 
El Juzgado solicitó no tutelar los derechos invocados por el accionante, toda vez que (i) el asunto radicado con el número 2015-617, no es una acción popular sino que corresponde a una acción de tutela que involucró a otros intervinientes y (ii) en lo que toca con el radicado 2015-486, sí pertenece a una acción popular, pero aquella fue remitida desde el 26 de agosto de 2015 a los Jueces Civiles del Circuito de Bogotá DC, sin que hoy se sepa de su suerte; hizo hincapié en la equivocación del libelista la que implica, a su juicio, un desgaste innecesario de la jurisdicción.  
El Procurador Regional de Risaralda, manifestó que la intervención de dicha cartera está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que podrá ser verificado en la eventual audiencia de pacto de cumplimiento a la que sea convocada.    

  



CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado corre traslado de unos recursos de reposición que interpuso, trámite que a su juicio, es contrario a lo dispuesto en la ley 472 de 1998.





Pero, baste decir que con la respuesta que brindó la funcionaria judicial accionada (f. 10), los amparos propuestos están llamados al fracaso, pues si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto, es imposible colegir una situación semejante, sencillamente, porque se ha aludido a una acción popular que no existe, una presuntamente radicada al número “2015-617”, identificación corresponde a una causa distinta, una acción de tutela, con lo que cualquier pedimento cae por su propio peso. 




Igual situación acontece con la acción de tutela que ataca la acción popular radicada con el número 2015-486, así se afirma porque es evidente para la Sala, que el libelista se refiere a otro asunto y que incurrió en un error, porque pese a que ese radicado si corresponde a una acción popular, aquella fue remitida desde agosto de 2015 a los Jueces Civiles del Circuito de Bogotá DC, sin que, por lo tanto, exista motivo alguno para que ahora, julio de 2018, se duela de un traslado que se le dio a un presunto recurso que presentó.

   


 
Esas razones son más que suficientes para concluir, sin que haya lugar a consideraciones adicionales, que se negarán los amparos pretendidos.
Se declarará la improcedencia de las pretensiones tendientes a que el juzgado (ii) solo aplique en las acciones populares la ley 472 de 1998 y no el CGP y (iii) pruebe si el CGP derogó tácita o expresamente lo regulado en los artículos 5, 84 de la ley 472 de 1998, habida cuenta de que no obra prueba alguna en el cartulario, que dé cuenta, que esas solicitudes se hubiesen elevado primero ante el juez de conocimiento, con lo que, a la luz del artículo 6° del decreto 2591 de 1991, resulta vedada cualquier intervención de esta colegiatura en sede constitucional. 





Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte vulneración alguna de los derechos fundamentales invocados, denunciados como conculcados. 
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, en relación con la pretensión  cuyo fin es que el juzgado (i) resuelva inmediatamente los recursos de reposición que presentó en las acciones populares “2015-617” y “2015-486”. 




Se DECLARAN IMPROCEDENTES las demás pretensiones.
Se absuelve a los demás vinculados al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                    DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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